
 

 
 

INICIATIVA QUE REFORMA EL ARTÍCULO 18 DE LA LEY DE DISCIPLINA FINANCIERA DE LAS 

ENTIDADES FEDERATIVAS Y LOS MUNICIPIOS, SUSCRITA POR EL DIPUTADO ERNESTO 

ALFONSO ROBLEDO LEAL, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN 

Ernesto Alfonso Robledo Leal, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la LXIV 

Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión; en ejercicio de la facultad que me 

confieren los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 

1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta soberanía la 

Iniciativa por la que se reforma el artículo 18 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y 

los Municipios, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

La Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios (LDFEFM) es el instrumento 

normativo que regula la contratación de financiamiento público de las entidades federativas, municipios y sus 

entes públicos, además de establecer las directrices en materia de responsabilidad hacendaria y financiera que 

permita a los gobiernos estatales y municipales realizar una gestión responsable de sus finanzas públicas y la 

deuda pública. 

Gracias a la LDFEFM se han implementado procedimientos, requisitos y procesos para controlar el 

endeudamiento de las Entidades Federativas, Municipios y sus Entes Públicos, por lo cual, desde el ejercicio 

fiscal 2016 se observa una tendencia a la baja en los saldos de endeudamiento de los gobiernos locales. 

Adicionalmente, también es de señalar que las Entidades Federativas, Municipios y sus Entes Públicos 

actualmente se encuentran sujetos a una medición con base en la cuenta pública local, así como trimestral en el 

caso de Entidades Federativas, semestral para el caso de Municipios y anual para el caso de Entes Públicos de 

ambos niveles de Gobierno, con relación al comportamiento de sus ingresos y sus compromisos de largo y de 

corto plazo. 

De esta manera la LDFEFM se ha consolidado como parte de los procesos que deben implementar los gobiernos 

subnacionales en materia hacendaria. Dicho sea de paso, la Ley en comento, dado su objetivo, va más allá de 

financiamientos u obligaciones, sino que establece reglas de disciplina financiera que tiene por objeto promover 

finanzas públicas sanas. 

La eficiencia y transparencia con que debe ser usado el dinero público, es una directriz que debe marcar el 

desempeño de cualquier gobierno, ya sea del orden federal, estatal o municipal y de todas las entidades públicas, 

así como de aquellos entes privados que hagan uso de recursos públicos. Es una obligación institucional y un 

deber moral hacer uso del dinero público de forma honesta y con criterios de eficiencia, eficacia y transparencia. 

Sin embargo, el buen uso de los recursos públicos ha sido cuestionado durante mucho tiempo por los escándalos 

de corrupción en los que se han visto envueltos muchos servidores públicos. Se ha hecho un uso faccioso y abusivo 

del poder político y de los recursos económicos que han sido confiados a algunos servidores públicos que muchas 

veces quedan impunes, y que, en el mejor de los casos, pasan unos pocos años en la cárcel, y al salir, gozan de 

toda la riqueza gracias al desfalco que hicieron de las arcas públicas. 

Por ello, se hace indispensable que los recursos públicos se usen bajo criterios de transparencia, honestidad, 

rendición de cuentas y de cara al pueblo de México . Es necesario que, para poder usar el dinero público, se 

hagan planteamientos claros de los programas sociales y de los objetivos que se busca alcanzar con ellos, a quién 

se dirigen en términos de sector poblacional, género, edad, nivel educativo, etc. Es decir, se deben tener un 



 

 
 

conjunto de indicadores que nos permitan medir los logros alcanzados, lo que falta por hacer, cuánto nos ha 

costado y cuánto se necesita seguir invirtiendo para poder lograr el tan ansiado bienestar social de todas y todos 

los mexicanos. 

Si bien es cierto que los indicadores estratégicos y de gestión se usan habitualmente en los programas federales, 

es necesario que se usen como criterios de evaluación para el orden de gobierno municipal y de las alcaldías en 

el caso de la Ciudad de México. Y no sólo en el gasto público, sino también en el trabajo cotidiano de los diferentes 

organismos municipales que se encargan de temas vitales como son: la planeación del territorio, los servicios 

públicos municipales, la seguridad pública, el desarrollo institucional, el desarrollo económico y social, así como 

la protección del medio ambiente. Es por ello que el trabajo cotidiano de los entes públicos municipales y de las 

alcaldías en la Ciudad de México sea evaluado de manera obligatoria y objetiva. 

Evaluar de manera constante permite mejorar los procesos, los procedimientos y el uso adecuado del gasto 

público. Evaluar continuamente es sinónimo de vigilancia sobre el presupuesto público y del logro adecuado de 

los objetivos de los programas sociales y de los procesos dentro de la administración pública, no sólo del ámbito 

federal o local, también del orden de gobierno municipal y de las alcaldías de la Ciudad de México. 

Los recursos económicos de que dispongan la Federación, las entidades federativas, los Municipios y las 

demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, se administrarán con eficiencia, eficacia, economía, 

transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados. 

Los resultados del ejercicio de dichos recursos serán evaluados por las instancias técnicas que establezcan, 

respectivamente, la Federación y las entidades federativas, con el objeto de propiciar que los recursos económicos 

se asignen en los respectivos presupuestos en los términos del párrafo precedente. 

El manejo de recursos económicos federales por parte de las entidades federativas, los municipios y las 

demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, se sujetará a las bases de este artículo y a las leyes 

reglamentarias. La evaluación sobre el ejercicio de dichos recursos se realizará por las instancias técnicas de las 

entidades federativas a que se refiere el párrafo segundo de este artículo. 

Ahora bien, uno de los graves problemas que enfrentan las administraciones municipales es el desorden 

administrativo en que incurren los funcionarios responsables del manejo de los recursos. 

Ese desorden provoca que se utilicen recursos que estaban presupuestados para determinados fines en otros 

conceptos y que se dejen descubiertas obligaciones que no son exigibles de inmediato. En ese espectro se 

encuentran las prestaciones laborales de los trabajadores de los gobiernos municipales y de sus órganos 

desconcentrados. 

Es común que sepamos que los municipios no pueden cubrir aguinaldos, bonos u otras prestaciones laborales en 

la fecha fijada por la legislación de la materia sin que pueda saberse la razón financiera del impago ni el destino 

de los recursos que originalmente estaban destinados al pago de esos derechos. 

Todos sabemos que los salarios y las prestaciones laborales son el sostén de las familias de los trabajadores al 

servicio de los gobiernos municipales. Que un bono no recibido o un aguinaldo retrasado pueden causar estragos 

en el bienestar de las familias y también sabemos que los funcionarios no tienen empacho en escatimar esas 

prestaciones sabiendo que los trabajadores preferirán soportar el abuso a verse en peligro de perder el empleo. 

Así, el miedo es la mejor arma de los funcionarios municipales para utilizar con toda impunidad recursos de los 

trabajadores para fines que les resultan más importantes. 



 

 
 

Pero además, estas circunstancias generan un riesgo a la sustentabilidad de las administraciones municipales pues 

pueden significar pasivos inmanejables para las administraciones que, en el mejor de los casos, serán heredadas 

a la o al Presidente electos para el siguiente ejercicio gubernamental. 

Por ello, consideramos necesario proponer una reforma a la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 

Federativas y los Municipios que tenga como propósito establecer la obligación de las tesorerías municipales de 

establecer un mecanismos de generación de reservas financieras para garantizar el pago oportuno e íntegro de 

todas las prestaciones laborales que generan sus trabajadores y para establecer una responsabilidad administrativa 

por la falta de esa reserva y por el uso de los recursos que la contienen sin autorización del ayuntamiento. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado me permito someter a la consideración de esta honorable soberanía, la 

siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo 18 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas 

y de los Municipios 

Artículo Único. Se reforma el artículo 18 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y 

Municipios, para quedar como sigue: 

Artículo 18. Las iniciativas de las Leyes de Ingresos y los proyectos de Presupuestos de Egresos de los 

Municipios se deberán elaborar conforme a lo establecido en la legislación local aplicable, en la Ley General de 

Contabilidad Gubernamental y las normas que emita el Consejo Nacional de Armonización Contable, con base 

en objetivos, parámetros cuantificables e indicadores del desempeño; deberán ser congruentes con los planes 

estatales y municipales de desarrollo y los programas derivados de los mismos; e incluirán cuando menos 

objetivos anuales, estrategias y metas. 

Las Leyes de Ingresos y los Presupuestos de Egresos de los Municipios deberán ser congruentes con los Criterios 

Generales de Política Económica y las estimaciones de las participaciones y Transferencias federales etiquetadas 

que se incluyan no deberán exceder a las previstas en la iniciativa de la Ley de Ingresos de la Federación y en el 

proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación, así como aquellas transferencias de la Entidad Federativa 

correspondiente. 

Los Municipios, en adición a lo previsto en los párrafos anteriores, deberán incluir en las iniciativas de las Leyes 

de Ingresos y los proyectos de Presupuestos de Egresos: 

I. Proyecciones de finanzas públicas, considerando las premisas empleadas en los Criterios Generales de 

Política Económica. 

Las proyecciones se realizarán con base en los formatos que emita el Consejo Nacional de Armonización 

Contable y abarcarán un periodo de tres años en adición al ejercicio fiscal en cuestión, las que se revisarán y, 

en su caso, se adecuarán anualmente en los ejercicios subsecuentes; 

II. Descripción de los riesgos relevantes para las finanzas públicas, incluyendo los montos de Deuda 

Contingente, acompañados de propuestas de acción para enfrentarlos; 

III. Los resultados de las finanzas públicas que abarquen un periodo de los tres últimos años y el ejercicio fiscal 

en cuestión, de acuerdo con los formatos que emita el Consejo Nacional de Armonización Contable para este 

fin, y 



 

 
 

IV. Un estudio actuarial de las pensiones de sus trabajadores, el cual como mínimo deberá actualizarse cada 

cuatro años. El estudio deberá incluir la población afiliada, la edad promedio, las características de las 

prestaciones otorgadas por la ley aplicable, el monto de reservas de pensiones, así como el periodo de 

suficiencia y el balance actuarial en valor presente. 

V. Un mecanismo para generar las reservas necesarias para cubrir los salarios y demás prestaciones 

laborales de sus trabajadores. 

El Municipio deberá publicar trimestralmente el importe de las reservas generadas para cubrir sus 

obligaciones laborales. 

Sólo podrán utilizarse recursos destinados a los salarios y prestaciones de los trabajadores del municipio 

para fines diversos a su objeto cuando lo autorice la mayoría calificada del Ayuntamiento mediante 

acuerdo en el que se justifique la disposición y se prevea el mecanismo de reposición. 

El incumplimiento de estas obligaciones será causa de responsabilidad grave. 

Las proyecciones y resultados a que se refieren las fracciones I y III, respectivamente, comprenderán sólo un año 

para el caso de los Municipios con una población menor a 200,000 habitantes, de acuerdo con el último censo o 

conteo de población que publique el Instituto Nacional de Estadística y Geografía. Dichos Municipios contarán 

con el apoyo técnico de la secretaría de finanzas o su equivalente del Estado para cumplir lo previsto en este 

artículo. 

Transitorios 

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

Artículo Segundo. Las reservas a que se refiere la fracción V del artículo 18, se constituirán a partir del siguiente 

ejercicio fiscal después de la entrada en vigor de este decreto. 

San Lázaro, Ciudad de México, a 27 de enero de 2021. 

Diputado Ernesto Alfonso Robledo Leal (rúbrica) 

 


